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Fianza provisional: Se establece una fianza provisional
del 2% del Presupuesto de Licitación (IVA incluido).

Disponibilidad de la documentación: Los Pliegos de
Condiciones Técnicas, de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares y demás documentos que integran el expediente,
podrán consultarse por los interesados en la Secretaría
de la Comisión de Contratación (Carretera de San Juan
de Aznalfarache-Tomares, Edificio Zoco-Aljarafe, Sevilla),
durante el plazo de presentación de ofertas.

Presentación de ofertas: Las ofertas económicas, con
los requisitos y la documentación exigida en los Pliegos,
se presentarán en la Secretaría de la Comisión de Con-
tratación antes de las 14,00 horas del último día del plazo
de veintiséis días a contar desde el siguiente a la publi-

cación del presente anuncio en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Apertura pública de ofertas: La apertura de las ofertas
presentadas tendrá lugar a las 10,00 horas del décimo
día a contar desde el siguiente al de la finalización del
plazo de presentación de ofertas en la Sala de Reuniones
del Edificio Zoco, sito en Ctra. de San Juan de Aznal-
farache-Tomares, Tomares, Sevilla.

El importe de los anuncios será por cuenta del
adjudicatario.

San Juan de Aznalfarache, 21 de marzo de 1997.- El
Presidente de la Comisión de Contratación, Emilio Merlo
Navarro.

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de
Huelva, notificando propuesta y resolución formu-
lada en los expedientes sancionadores que se
relacionan.

Intentada sin efecto la notificación de la propuesta
y resolución formulada en el expediente sancionador que
se detalla, por supuestas infracciones a la normativa que
se cita, y en cumplimiento de lo prevenido en el art. 59.4
y 61 de la Ley 30/92 (L.R.J.A.P. y P.A.C.), de 26.11.92,
se publica el presente, para que sirva de notificación de
los mismos; significándole que en el plazo de un mes,
queda de manifiesto el expediente, en el servicio de Juego
y Espectáculos Públicos de esta Delegación de Gobierno,
Pza. Isabel La Católica, 9, de Huelva; pudiendo formular
Recurso Ordinario ante la Excma. Sra. Consejera de
Gobernación.

Expediente: H-8/97-EP.
Persona o entidad denunciada y domicilio: Don

Rogelio Flores Márquez, C/ Las Fuentes, núm. 4, Zalamea
la Real.

Establecimiento público y domicilio: Bar «El Jardín»,
C/ Tejada, núm. 2, de Zalamea la Real.

Infracción: Art. 1.º de la Orden de la Consejería de
Gobernación de 14 de mayo de 1987.

Tipificación: Art. 26.e) de la Ley 1/1992, de 21 de
febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

Sanción propuesta: 25.000 ptas.

Huelva, 10 de marzo de 1997.- El Delegado, José
Antonio Muriel Romero.

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 18 de marzo de 1997, de
la Viceconsejería, por la que se notifica la adoptada
por la Consejera resolviendo el recurso ordinario
interpuesto por don Elías Rodríguez Fernández. Expe-
diente sancionador H-249/95-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-

sonal al recurrente don Elías Rodríguez Fernández, contra
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Huelva por la presente se procede a hacer pública la mis-
ma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nue-
va, 4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

Visto el recurso ordinario interpuesto y a tenor de los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación
en Huelva se dictó, en fecha 30 de noviembre de 1995,
resolución en el expediente arriba referenciado, imponien-
do a don Elías Rodríguez Fernández una sanción econó-
mica consistente en multa de veinticinco mil pesetas
(25.000 ptas.), por la comisión de una infracción leve tipi-
ficada en el artículo 26.e) de la Ley Orgánica 1/92, de
21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana,
en relación con el art. 1 de la Orden de 14 de mayo
de 1987, en virtud de una denuncia de la Guardia Civil
del Puesto de El Rompido (Huelva), en la que se puso
de manifiesto que el día 22 de julio de 1995, a las 4,00
horas, el establecimiento público denominado «Four
Roses», sito en la Ctra. HU-4112, Km. 3,200 de Cartaya,
se encontraba abierto al público con unas veinte personas
en su interior consumiendo bebidas.

Segundo. Notificada la anterior resolución, el intere-
sado interpone recurso ordinario basado en que el esta-
blecimiento no era un chiringuito sino una sala de baile.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Es competencia de la Excma. Sra. Consejera de Gober-
nación, en virtud del artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, la resolución de los recursos ordinarios
interpuestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, contra las resoluciones de los Delegados de
Gobernación.
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El artículo 113.3 de la Ley 30/1992 establece que
«el órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cues-
tiones, tanto de forma como de fondo, plantee el pro-
cedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados».

I I I

Conforme a lo anterior, procede examinar con carácter
previo la posible caducidad del expediente sancionador,
pues de haberse producido ésta, su declaración haría inne-
cesario el estudio de las alegaciones del recurrente. En
este sentido, el artículo 43.4 de la misma Ley 30/1992
establece que «cuando se trate de procedimientos iniciados
de oficio no susceptibles de producir actos favorables para
los ciudadanos, se entenderán caducados y se procederá
al archivo de las actuaciones, a solicitud de cualquier inte-
resado o de oficio por el propio órgano competente para
dictar la resolución, en el plazo de treinta días desde el
vencimiento del plazo en que debió ser dictada, excepto
en los casos en que el procedimiento se hubiera paralizado
por causa imputable al interesado, en los que se interrum-
pirá el cómputo del plazo para resolver el procedimiento».
Dicho plazo de resolución viene señalado en el artícu-
lo 24.4 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento
para el ejercicio de la potestad sancionadora, cuando esta-
blece que «el procedimiento deberá resolverse en el plazo
máximo de un mes desde que se inició».

El expediente se inició en fecha 18 de agosto de 1995
y se resolvió el 30 de noviembre de 1995, superando,
en consecuencia, el plazo máximo establecido para ello.

Vista la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, y demás normas concor-
dantes de especial y general aplicación, resuelvo estimar
el recurso ordinario interpuesto, declarando caducado el
procedimiento sancionador seguido contra don Elías Rodrí-
guez Fernández.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones-, que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley Regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de
27 de diciembre de 1956, previa comunicación a este
órgano administrativo de conformidad con el art. 110.3
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 18 de marzo de 1997.- El Viceconsejero,
José A. Sainz-Pardo Casanova.

RESOLUCION de 20 de marzo de 1997, de
la Viceconsejería, por la que se notifica la adoptada
por la Consejera resolviendo el recurso ordinario
interpuesto por don Antonio Incógnito Tebar. Expe-
diente sancionador MA-658/95-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Antonio Incógnito Tebar, contra
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado en Málaga por la
presente se procede a hacer pública la misma, al no haber-

se podido practicar en su domicilio reproduciéndose a con-
tinuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza
Nueva, 4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

En la ciudad de Sevilla, a veintidós de noviembre de
mil novecientos noventa y seis.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 16 de julio de 1995 por miembros
de la Policía Local de Fuengirola (Málaga), se instruyó
acta de denuncia en el establecimiento denominado «Bar
Texas», sito en Puerto Deportivo de Fuengirola (Málaga),
denunciándose, que el mismo se encontraba abierto al
público a las 6,35 horas del día 16 de julio de 1995.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legal-
mente prevista, el Ilmo. Sr. Delegado dictó, con fecha 20
de noviembre de 1995, resolución en la que se imponía
una sanción consistente en multa de 50.000 ptas., por
infracción del art. 8.1 de la Ley Orgánica 1/92, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana
y del art. 81.35 del Reglamento General de Policía de
Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, calificada
como leve en el art. 26.e) de la citada Ley.

Tercero. Notificada la resolución, el interesado inter-
pone recurso ordinario, basado en que no ha sido nunca
titular del establecimiento y para probar tal circunstancia
se remite al Excmo. Ayuntamiento de Fuengirola.

FUNDAMENTO JURIDICO

U N I C O

El artículo 26.e) de la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana,
dispone que son infracciones leves «el exceso en los hora-
rios establecidos para la apertura de establecimientos y
la celebración de espectáculos públicos o actividades
recreativas».

El artículo 4 de la Orden de 14 de mayo de 1987
de la Consejería de Gobernación, establece «los estable-
cimientos aludidos en la presente Orden no podrán abrir
al público antes de las 6,00 horas y en todo caso trans-
currirá un mínimo de dos horas entre el cierre y la apertura».

De la revisión del expediente se desprende que no
ha habido infracción del horario establecido, ya que según
la denuncia de la Policía Local de Fuengirola el «Bar Texas»
se encontraba abierto al público a las 6,35 horas, sin
que conste en el expediente que el citado establecimiento
hubiese permanecido abierto durante toda la noche.

Vistos la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre
protección de la Seguridad Ciudadana, el Reglamento
General de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades
Recreativas, aprobado por Decreto 2816/82, de 27 de
agosto, y demás normas de general y especial aplicación,
resuelvo estimar el recurso ordinario interpuesto por don
Antonio Incógnito Tebar, revocando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,


